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PRESIDE: Señor Representante Daniel Bianchi. 
MIEMBROS: Señores Representantes Pablo Abdala, José Luis Blasina, y Esteban Pérez. 


INVITADO: Señor Representante Daniel Mañana. 


SEÑOR PRESIDENTE (Bianchi).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión tiene el agrado de recibir al señor Diputado Mañana, quien ha sido invitado para que nos 
comente su proyecto de ley denominado: "Comisiones de las Administradoras de Fondos de Ahorro 
Previsional". 


SEÑOR MAÑANA.- Como todos sabemos, la Ley_N* 16.713 del 3 de setiembre de 1995 definió un 
nuevo sistema previsional basado en un sistema mixto que recibe contribuciones y que otorga 
prestaciones en forma combinada a través de un régimen por solidaridad intergeneracional y de un 
régimen de jubilación de ahorro previo individual obligatorio. Las AFAP -que administran este 
segundo régimen- cobran un canon por la administración, denominado comisión. Según la ley, se prevé 
que las administradoras perciban dicho canon. 


El artículo 102 de la norma dice: "Las Administradoras tendrán derecho a una retribución de parte de sus 
afiliados, mediante el cobro de comisiones que serán debitadas de las respectivas cuentas de ahorro 


individual. Las comisiones serán el único ingreso de la Administradora, a cargo de los afiliados". 


El artículo 103 -que es el que pretendemos modificar- expresa: "El régimen de comisiones que cada 
Administradora fije se ajustará a los siguientes lineamientos:- 1) Sólo podrán estar sujetos al cobro de 
comisiones: la acreditación de los aportes obligatorios y la acreditación de los depósitos voluntarios y 
convenidos.- 2) La comisión por acreditación de los aportes obligatorios y de los depósitos voluntarios o 
convenidos, sólo podrá establecerse como una suma fija por operación, como un porcentaje del aporte que le 
dio origen o como una combinación de ambos". 


Nosotros hemos encontrado una situación que afecta a los salarios menores. Por ello, en la exposición de 
motivos adjuntamos una tabla correspondiente a la "Memoria Trimestral del Régimen de Jubilaciones por 
Ahorro Individual Obligatorio, de la División Mercado de Valores y Control de AFAP de junio de 2007, 
Capítulo 6, Comisiones. Podemos observar una tabla comparativa donde dos de las administradoras de 
fondos -de las cuatro que hoy están vigentes en el mercado-, Afinidad y Unión Capital, son las que cobran 
comisiones fijas. Por tanto, vemos en la tabla que para los sueldos menores porcentualmente las comisiones 
son bastante mayores. Por ello, proponemos en este artículo la eliminación de las comisiones fijas, tratando 
de sacar lo que consideramos una injusticia. 


En la medida en que la Comisión lo entienda, estaríamos haciendo justicia con los trabajadores de menores 
recursos. Verán que es significativa la diferencia porcentual que hay en los sueldos menores con relación a 
los sueldos más importantes. Al final de la tabla vemos los promedios, que son bastante superiores en las 
administradoras de fondos fijos. 


SEÑOR BLASINA.- Quiero hacer una reflexión y una aclaración 


Nosotros no estamos de acuerdo con un régimen de comisiones que instaure el lucro en la seguridad social. 
No obstante ello, la AFAP República se ha manejado últimamente con un criterio mucho más ajustado a los 
costos reales que las demás administradoras de fondos y ha bajado sustancialmente las comisiones, hecho que 
se patentiza en el cuadro que se adjunta. 


La duda que me surge -sin que esto signifique una opinión final sobre la propuesta- es si al eliminarse dos de 
las tres opciones que establece la ley -se determina la eliminación de ambas- y quedando solo el régimen de 
porcentaje, igualmente se favorece a quienes se pretende hacerlo. Voy a decir por qué. No me refiero a la 
intención de la iniciativa del señor Diputado sino a que las AFAP tienen la absoluta libertad -según la ley- de 
fijar los porcentajes o las cantidades fijas de comisión que se les ocurra; no hay ningún límite, más allá de 
que la comisión se denomine "comisión por administración". La ley establece ese término. 


La duda que me surge es si esta disposición garantiza que eso sea así, es decir, que los sueldos menores no se 
vean perjudicados al aplicarse una cantidad fija -lo que después se manifiesta en un mayor perjuicio desde el 
punto de vista porcentual- y que eso asegure que las AFAP que tienen total libertad para aplicar el porcentaje 
que se les ocurra no traduzcan eso en un porcentaje mayor que, en definitiva, deje a los sueldos menores -que 
es lo que importa- en una situación similar a la que están hoy. No sé si expresé correctamente mi 
razonamiento. 


¿No se puede tomar otra determinación como, por ejemplo, que se diga -se me ocurre; estoy improvisando- 
que se debe considerar tal porcentaje de comisión? La filosofía de la ley en torno a las administradoras es que 
tienen libertad total -uno puede estar de acuerdo o en desacuerdo, pero es lo que dice la ley- para fijar el 
porcentaje de aporte que los trabajadores, según la cantidad que le descuentan de su sueldo, deben efectuar a 
las AFAP. Ya sabemos cuál es la operativa a través de la cual eso se materializa y es que cuando la AFAP, vía 
Banco de Previsión Social, recibe el aporte correspondiente de tal o cual trabajador o trabajadora, lo primero 
que hace es retener la comisión y luego vuelca el remanente a la cuenta individual. Ese es el procedimiento. 


Pero esa es la duda, sin dar una opinión definitiva -insisto- sobre el tema. 


SEÑOR MAÑANA.- Como siempre, agradezco al señor Diputado Blasina porque las reflexiones que 
plantea cada vez que nos referimos a un tema en esta Comisión enriquecen nuestra propuesta. 


Creo que es cierto, pero es un riesgo que siempre se está corriendo. En definitiva, los valores los determina el 
mercado y República AFAP está marcando una tendencia de acuerdo con los porcentajes que está cobrando. 
Es cierto que se corre el riesgo de que se aumenten las comisiones. 


Sinceramente, teniendo en cuenta esta tabla, vemos claramente que la tendencia de República AFAP va a 
impedir que las demás administradoras puedan elevar demasiado las comisiones. Me parece que siempre es 
más importante contemplar esta situación que seguir con esta injusticia - desde nuestro punto de vista-, en el 
sentido de que los que ganan menos paguen más. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Quiero hacer una reflexión inicial con relación a este proyecto de ley 
que la Comisión aborda en el día de hoy, que responde, a mi juicio, a un buen esfuerzo y a una 
iniciativa muy bienvenida del señor Diputado Mañana. 


Desde la perspectiva de la solución específica que aquí se plantea, la mirada que me motiva este proyecto de 
ley es positiva en cuanto a que comparto la filosofía y, en particular, el tenor de la solución en el sentido de 
que efectivamente creo que fijar comisiones porcentuales en sustitución de las comisiones fijas introduce un 
elemento de justicia. De la misma manera en que repercute favorablemente en una pasividad menor un ajuste 
fijo, con relación a una pasividad mayor, en este caso, sin embargo, el impacto es mucho mayor cuando se 
trata de sueldos o ingresos menores con relación a los ingresos mayores. Así que, en este caso, sin embargo, 
la fórmula de establecer descuentos porcentuales introduce un elemento de justicia. 


Desde una perspectiva más general, creo que el proyecto se vincula con un tema que sería bueno y saludable 
que el sistema político abordara y, en particular, esta Comisión por razones de competencia: es todo lo 
atinente a la rentabilidad de las administradoras de fondos de ahorro provisional. Es un tema que está en 
discusión. Tiene que ver con el debate sobre la seguridad social que hoy está planteado en el ámbito nacional, 
pero también con algunas de las medidas que el propio Gobierno ha venido adoptando. Más allá de que es 
notorio que tenemos discrepancias con el Poder Ejecutivo y el Banco de Previsión Social en distintos temas, 
sin embargo, hemos visto bien la decisión que viene de República AFAP de avanzar en un camino de 
reducción de sus costos y, en particular, de la comisión que cobra por sus servicios porque, como decía bien 
el señor Diputado Mañana, eso a la larga habrá de reflejarse en el mercado y, en función de que estamos 
hablando de una actividad que está en competencia, obligará a los competidores -más temprano que tarde- a 
alinearse con esa referencia que la República AFAP marca. 


Por lo tanto, creo que es un tema que vale la pena considerar en su globalidad, con relación al planteo 
concreto, sin duda, pero a la luz del análisis más general. 


Mientras escuchaba al señor Diputado Mañana, recordaba que República AFAP tiene pendiente una visita a 
esta Comisión. Seguramente, será una opinión más, pero muy valiosa. 


En algún momento, el Presidente de República AFAP, doctor Olmos, dirigió una nota a la Comisión 
solicitando una reunión, que después quedó sin efecto. Hace poco coincidí con él en una reunión de carácter 
social. No cometo una infidencia con lo que voy a decir. Allí conversamos con relación a la posibilidad de 
que el organismo que él representa pudiera comparecer en la Comisión y lo vio con mucho entusiasmo. Estos 
son los temas que podemos hablar con la administradora pública. Seguramente, nos aportará a todos 
información valiosa que nos permitirá ponderar no solo este proyecto de ley del señor Diputado Mañana, que 
considero positivo con relación a su conceptualización general, sino también todo el tema de la rentabilidad 
de las AFAP. 


Me parece que todo esto es parte del análisis de los ajustes que está bien que nos propongamos a diez años de 
vigencia de la reforma. Seguramente, los márgenes de ganancia eran unos hace diez años, cuando el sistema 
empezaba y la propia vigencia del mismo generó aquel aluvión de afiliados que debía incorporarse al 
sistema, y otra es la situación de hoy a la luz de un mercado que mal que bien ha ido quedando estructurado. 
Independientemente de algunas transferencias horizontales que puedan realizarse entre las distintas 
administradoras, esta situación notoriamente es diferente a aquella y, por ello, la relación entre los costos y 
los beneficios también cambia. Yo creo que es razonable que analicemos el tema de la rentabilidad de las 
AFAP porque tiene que haber una relación entre el servicio que se presta y la ganancia o el lucro que se 
genera, en esta actividad como en todas, y sobre todo tratándose de un tema donde claramente la intervención 
del Estado, por la vía de su participación directa o por la vía de la regulación, es esencial. Está bien que el 


poder político, que el sistema político intervenga; además, creo que tiene la obligación de intervenir. Esto es 
parte del análisis que me parece que tenemos que hacer a diez años de la vigencia de la Ley N* 16.713. 


SEÑOR BLASINA.- Siguiendo con la reflexión en voz alta -llamémosle así-, en el aspecto que yo 
mencionaba, es cierto el argumento que maneja el señor Diputado Mañana en cuanto al tema de las 
condiciones para la competencia. Si la alternativa frente a la eliminación de una comisión fija fuera 
elevar porcentualmente las comisiones, es evidente que las condiciones de competencia para quienes así 
lo hagan desmejoran frente a la AFAP República, en primer lugar, y en cierto modo también frente a la 
AFAP Integración. 


Estoy de acuerdo en concretar una entrevista con las autoridades de AFAP República; sería pertinente 
inclusive respecto a este tema. Desde el principio -sobre todo cuando se produjo un empuje muy fuerte en la 
cantidad de afiliados- nosotros comenzamos a percibir que en ese aspecto estaba radicada buena parte del 
lucro, aunque no la totalidad; me refiero al lucro no ajustado a los costos reales. Obviamente, la ganancia 
siempre es una cuestión admisible; nadie va a realizar ningún tipo de negocio u operación si no tiene alguna 
ganancia, salvo alguna obra de beneficencia, pero no es este el caso. 


En principio, a cuenta de un estudio más profundo, habría que adecuar el lucro o la ganancia a términos 
razonables. Inclusive, no sé si la nueva comisión que ha fijado la AFAP República es el último paso. También 
sería interesante conocer la relación que existe, por ejemplo -no es la única relación que se puede manejar-, 
en el costo referido a la cantidad de funcionarios, porque aparentemente es lo que más incide. Los otros 
costos son menores. Por ejemplo, ya ha desaparecido el costo mayor que influyó en un principio, cuando se 
cubría con las comisiones el costo muy grande que significó pagar comisiones -valga la redundancia- a los 
corredores, lo que ocurrió durante los primeros dos años, pero ya prácticamente no existe. 


Reitero que estoy de acuerdo con lo que plantea el señor Diputado Pablo Abdala en el sentido de invitar a los 
integrantes de la AFAP República para tener más elementos y sobre esa base poder seguir reflexionando en 
relación a estos temas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si estamos de acuerdo, entonces, se citarán a las autoridades de la AFAP 
República por este y otros temas. 


La Comisión agradece la presencia del señor Representante Daniel Mañana. 


Con respecto al segundo tema, que refiere al Registro de Desempleados Mayores, habíamos pedido un 
informe a nuestro asesor legal, el doctor Sánchez, que fue repartido en la mañana de hoy. Además, habíamos 
solicitado otro informe sobre el proyecto del señor Diputado Lacalle Pou, que ya está pronto y será repartido 
hoy en la tarde. 


SEÑOR BLASINA.- Voy a hacer una sugerencia. Como el informe es muy completo, me parecería 
adecuado -inclusive porque algunos tomaron conocimiento de esto en la mañana de hoy- que el doctor 
Sánchez nos hiciera un resumen de su contenido. 


SEÑOR SÁNCHEZ.- Se debe recordar que en la sesión pasada de esta Comisión, precisamente hice 
mención a los aspectos que acabamos de analizar y plasmar en este informe; por lo tanto, ya están 
recogidos en la versión taquigráfica de la sesión pasada. De todos modos, si la Comisión lo entiende 
pertinente, estoy a disposición para reiterar los conceptos en este momento. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar. 
SEÑOR SÁNCHEZ.- Acá hay dos aspectos que causaban las interrogantes que planteaba la Comisión. 


En primer lugar, este proyecto establece una exoneración tributaria, específicamente de aportes patronales y, 
como tal -como bien lo saben los señores Diputados-, debe contar con la iniciativa exclusiva del Poder 
Ejecutivo, tal como lo plasma el inciso segundo del artículo 133 de la Constitución. 


El otro aspecto que se había mencionado, y sobre el que habían quedado dudas, era el vinculado con el 
artículo 2", en la medida en que se faculta al Poder Ejecutivo a exonerar el pago de los aportes patronales. 
Nosotros dijimos en su oportunidad -me estoy refiriendo a la sesión pasada y así consta en la versión 
taquigráfica, como también lo plasmamos en el informe- que nuestro ordenamiento jurídico establece una 
separación muy tajante de Poderes y de funciones. Se ha calificado por parte de la mejor doctrina, tanto 
constitucionalista como administrativista, como una Constitución rígida en la medida en que no admite 
delegación de funciones y atribuciones de un Poder en el otro. No hay norma que lo prohíba o que lo admita 
expresamente. Pero debemos recordar que en derecho privado rige el principio que está recogido en el 
inciso segundo del artículo 10 de nuestra Carta. 


En derecho público rige el principio inverso, el que ha sido denominado por la doctrina como principio de la 
especialidad, pautado en el artículo 190 de la Constitución, que refiere específicamente a los Entes 
Autónomos y Servicios Descentralizados. Esta norma refiere a que los Entes Autónomos y Servicios 
Descentralizados no pueden dedicarse a otro giro que no sea el que la ley les encomienda. A pesar de que el 
artículo 190 hace referencia a determinados organismos, toda la doctrina en forma pacífica y uniforme ha 
llegado a la conclusión de que ese principio de especialidad involucra a todas las personas jurídicas que 
componen el Estado, no solo a estos Entes Autónomos y Servicios Descentralizados. ¿Qué quiere decir esto? 
Esto es el reverso de la misma moneda a la que hacíamos referencia cuando hablábamos de la actividad 
privada. Los órganos estatales solo podrán realizar aquello que la propia Constitución les mandate. 


Por lo tanto esto, unido a que se trata de una Constitución rígida y al principio de separación de Poderes y de 
funciones, inhibe que un Poder pueda delegar sus competencias en otro. Precisamente, el establecimiento de 
exoneraciones es materia reservada específicamente a la ley, tal cual lo prescribe el ordinal 4” del artículo 85 
de la Constitución y también el ya citado inciso segundo del artículo 133. A pesar de que la iniciativa se quita 
al Poder Legislativo -debido a la reforma de la constitución de 1966, que entra en vigencia en 1967, por 
razones de centralismo de la conducción económica, política y financiera del Estado en el Poder Ejecutivo- 
en cuanto al otorgamiento de exoneraciones y se ubica en el ámbito del Poder Ejecutivo, el que va a 
sancionar o no ese proyecto de ley va a ser el Parlamento. Por lo tanto, el Parlamento es el dueño -por decirlo 
de alguna manera- de la potestad tributaria y no puede, de ninguna manera, por las razones a que aludimos 
recién, desvincularse de ese poder de ver que el constituyente le ha encomendado y derivarlo al Poder 
Ejecutivo. 


Esto es lo que ha señalado la doctrina y una jurisprudencia que al comienzo ha sido vacilante, pero que luego 
recogió el principio de reserva de ley, pero la práctica legislativa indica lo contrario. Basta citar -esto está 
plenamente comprobado y es comprobable- proyectos que luego culminaron en leyes de Presupuestos y 
Rendiciones de Cuentas, en donde se ven innumerables artículos en los cuales se produce esa delegación de 
funciones y competencias en el Poder Ejecutivo. Recuerdo que en el Período 1985-1990 -o muy poco 
después-, el entonces Senador Gonzalo Aguirre Ramírez había propuesto un proyecto de ley por el cual se 
promovía la inconstitucionalidad de todas estas iniciativas o leyes que establecían esa delegación de 
competencia. 


También me viene a la memoria que no solo se ve esa delegación de competencia del Poder Legislativo en el 
Poder Ejecutivo, sino también en el Poder Judicial. La Ley N* 16.134 de Rendición de Cuentas, cuando crea 
el impuesto judicial establece que los propios jueces en determinadas materias, como las de familia y de 
menores, pueden exonerar del pago de ese tributo a las partes. Por lo tanto, también esa delegación es 
inconstitucional a la luz de la mejor doctrina a que hacíamos referencia. 


Por esas consideraciones, veo estos obstáculos en este proyecto. Uno tiene que ver con la iniciativa que debe 
contar con el impulso del Poder Ejecutivo y, otro, tiene relación con el otorgamiento de facultades respecto a 
materias que son de estricta reserva legal hacia el Poder Ejecutivo. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Quiero adelantar alguna reflexión inicial con relación a este proyecto, 
sobre el que me apresuro a decir que lo veo con interés, con simpatía. Creo que es una idea interesante, 
una propuesta que sin duda está orientada a contemplar la situación de miles de compatriotas que, 
como todos advertimos a diario, son lo suficientemente viejos para no conseguir un nuevo trabajo 
cuando se quedan desempleados, pero lo suficientemente jóvenes para no poder jubilarse, y lejos están 
todavía de la configuración de la causal jubilatoria. Creo que lamentablemente estamos frente a una 
categoría de ciudadanos que surgió en los últimos años de la vida del país, que muchas veces habla de 


un drama desde el punto de vista social y familiar. Hay familias que dependen de un padre de familia 
que se queda sin empleo y que se encuentra en la situación que termino de describir, por lo que se 
enfrenta a una realidad que muchas veces se asemeja a un callejón sin salida. 


Esto tiene que ver con un planteamiento que formuló particularmente el señor Presidente del Banco de 
Previsión Social en distintas instancias -entre ellas recuerdo el día de su asunción al frente del Directorio del 
Banco-, en cuanto a promover alguna suerte de jubilación especial, parcial y anticipada para aquellos que se 
encontraran en esta situación. Esa modificación jubilatoria no se ha concretado, más allá de que creo que se 
inscribe en la serie de propuestas que el Banco de Previsión Social ha elaborado y remitido al Poder 
Ejecutivo, aunque, como todos sabemos, sin mayor resultado porque la iniciativa en materia jubilatoria le 
corresponde al Poder Ejecutivo u al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social en particular. Así que desde ese 
punto de vista, tal vez esta solución o este planteamiento en algún sentido compense ese vacío o sirva como 
paliativo ante una solución que el Presidente del Banco de Previsión Social anunció al país en distintas 
instancias, pero que hasta ahora no se ha concretado. 


Reitero que adelanto una opinión favorable. 


Con relación al aspecto específico de la exoneración de aportes patronales que aquí se propone, me parece 
que el informe que acaba de formular el doctor Sánchez es relevante. Creo que en el pasado, soluciones de 
estas características había por doquier; digo esto, lamentablemente, porque en forma notoria son 
inconstitucionales. Desde ese punto de vista creo que la cantidad o la recurrencia no esconde ni disimula la 
inconstitucionalidad, que es la misma desde el primer hasta el último de los casos. Con relación a eso todos 
los partidos políticos tenemos algún grado de responsabilidad, porque seguramente todos presentamos 
proyectos de estas características. Personalmente, yo presenté uno en esta Legislatura en el año 2005 relativo 
a ANCAP y a facultar al Poder Ejecutivo a eliminar determinados impuestos que hoy gravan la actividad de 
los combustibles, etcétera. De manera que esto no lo marco como un señalamiento político de especie alguna. 


Si avanzáramos en la aprobación de este proyecto de ley, con relación a este aspecto sería muy importante 
contar con la iniciativa del Poder Ejecutivo. No digo esto por una cuestión meramente formal; no lo digo por 
salvar la inconstitucionalidad que aquí estaría ínsita, como surge del informe del doctor Sánchez. 
Fundamentalmente lo digo porque ese aspecto hace al meollo de la solución. Cuando aprobemos este 
proyecto de ley -seguramente esté muy próximo a aprobarlo en general y en sus aspectos particulares, más 
allá de que no los analicé minuciosamente- con una exoneración de estas características, lo haremos con la 
certeza de que eso puede ayudar al objetivo que se persigue. Si nosotros meramente manifestáramos la 
voluntad del legislador de instrumentar ese Registro, como viene sugerido en el proyecto que estamos 
analizando, y de que quienes recurran a él cuenten con una ventaja que después se tradujera en la ocupación 
de esos ciudadanos, en última instancia eso quedaría librado al arbitrio del Poder Ejecutivo. Y eso ya no me 
gusta tanto porque ya no es la voluntad legislativa de consagrar un Registro y al mismo tiempo de dar los 
instrumentos para que se concrete el efecto jurídico. Simplemente, estaríamos trasladando una idea al Poder 
Ejecutivo y después dependerá de este aplicarla o no. 


Desde ese punto de vista entiendo que sería mucho más ordenado -eso nos daría más tranquilidad a la hora de 
votar- saber que el Poder Ejecutivo está de acuerdo con esto y que, además, se compromete, por la vía de 
remitir la iniciativa correspondiente, a que en estos casos la exoneración de aportes patronales -una vez que el 
Poder Legislativo la apruebe- será una realidad que en definitiva permitirá cumplir con los objetivos que se 
plantea el proyecto de ley. 


Esta es una iniciativa bienvenida porque refiere a una realidad que rompe los ojos y que a todos nos interpela 
cuando frecuentan nuestros despachos ciudadanos que se encuentran en esta situación. Digo esto porque el 
mercado de trabajo hoy indica que, si bien la desocupación ha bajado y la creación de empleo ha aumentado - 
eso es algo que todos aplaudimos y que vemos con una enorme alegría-, es evidente que aún hay un desfasaje 
desde el punto de vista de la oferta y la demanda de trabajo. De acuerdo con la demanda del mercado no hay 
trabajo suficiente y eso se traduce en que las primeras víctimas de esa situación sean particularmente aquellos 
que pierden el empleo antes de poder jubilarse y que, por lo tanto, no pueden reinsertarse en el mercado 
laboral para solucionar su situación encontrando un empleo nuevo. 


Si la voluntad de la Comisión es avanzar en esta dirección, creo que sería bueno que el Poder Ejecutivo 
hiciera llegar esta iniciativa. Eventualmente, podríamos aprobar esto por la vía de una minuta de 


comunicación o de manera más rápida gestionando oficiosa u oficialmente la voluntad de la Administración 
Central, del Poder Ejecutivo o del Ministerio de Economía y Finanzas -su opinión es clave en todo esto- para 
confirmar que la exoneración de aportes patronales, una vez aprobada por el Parlamento, será una realidad. 
Además, debemos tener en cuenta que -como dice el doctor Sánchez- la potestad tributaria es de base 
legislativa e indelegable tanto en la creación de impuestos, en su exoneración como en la fijación de las 
alícuotas. Muchas veces se comete el error de facultar al Poder Ejecutivo para que fije impuestos entre un 
mínimo y un máximo, y eso también es inconstitucional. 


Dejo abierto el tema para una posible solución. 


SEÑOR BLASINA.- Acá hay un problema que se arrastra desde hace tiempo, vulgarmente 
denominado como el problema de los cincuentones. Me refiero a la dificultad que tiene la gente de esa 
edad -e inclusive menores- para acceder al mercado de trabajo. Si hoy observamos los llamados a 
concurso a nivel estatal o privado, todos fijan franjas que a lo sumo llegan a los treinta y cinco o 
cuarenta años. 


Por otra parte, hay una cantidad de gente que requiere más años de trabajo para configurar la causal 
jubilatoria y que no pueden conseguir un trabajo formal. 


Sobre esto se han pensado algunas ideas que están a estudio como, por ejemplo, lo referente a una jubilación 
anticipada. Si tenemos en cuenta las edades, hay muchos casos en esta situación. Esto surge claramente de un 
estudio recientemente realizado por la Universidad de la República: que con los treinta y cinco años exigidos 
como la otra causal, muchos quedan fuera del sistema o tendrían que trabajar hasta los setenta y pico de años. 
Tal vez lo inminente en el estudio de esas variables sea la rebaja de los treinta y cinco a los treinta años, que 
facilitaría las cosas. 


De cualquier manera, me parece que la iniciativa es plausible en general, independientemente de que está 
claro lo que dice el doctor Sánchez en cuanto a que esto requiere iniciativa del Poder Ejecutivo. 


Como ya tenemos que terminar la sesión, sería bueno continuar con el intercambio en la próxima reunión. 


En lo personal, de repente sería pertinente formular una consulta con la opinión que la Comisión determine 
cuando finalice el estudio de la iniciativa. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, agendaríamos el tema para la próxima sesión a efectos de sentar 
una posición de la Comisión. 


SEÑOR BLASINA.- En función de que hay varias solicitudes de entrevistas, ¿cómo quedaría nuestra 
agenda? Tal como dijo el señor Diputado Pablo Abdala, sería bueno invitar a las autoridades de la 
AFAP República. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La agenda se armará de acuerdo con las respuestas que obtengamos de aquí 
a la primera sesión 


SEÑOR BLASINA.- Entonces, ¿cuáles son los temas de la próxima sesión? 
SEÑOR PRESIDENTE.- En la próxima sesión, seguiríamos con este proyecto. 


SEÑOR BLASINA.- Y las invitaciones. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Todavía no tenemos pedidos ni contestaciones a las invitaciones. 


(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 


En la próxima semana, consultaremos a todos ustedes y armaremos el orden del día de la siguiente 
reunión. 


Se levanta la reunión. 
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Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


